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DERECHO A LA EDUCACIÓN / REEMBOLSO COSTO DE LA MATRICULA / UNIVERSIDAD / DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO / TRÁMITE PREVIO / NO PUDE ALEGAR SU PROPIA NEGLIGENCIA / IMPROCEDENTE / CONFIRMA - En ese orden de ideas, a pesar de que el actor alega que la tardanza en la radicación de la solicitud de reembolso obedeció a tramites meramente administrativos, lo cierto es que, de acuerdo con el relato fáctico, el actor equivocó el trámite al estimar que con la cancelación del semestre automáticamente operaba a su favor el referido pago, lo cual se constituye en una omisión propia que no puede ser generadora de derecho alguno,  ni puede ser imputable a la accionada, pues quedó claro que fue el actuar al margen de los procedimientos establecidos en reglamento estudiantil el que generó la negativa de la accionada de otorgar el beneficio económico perseguido, frente a lo cual no puede alegarse su desconocimiento, ya que no se trataba de un estudiante recién ingresado sino de alguien que ya ha cursado 10 semestres en el programa de Mecatrónica.

Como puede observarse, ni el derecho a la educación ni al mínimo vital fueron afectados por la entidad accionada, pues resulta claro que fue el actuar tardío del actor el que impidió que la Universidad resolviera de manera favorable su petición, sin que merezca reproche ésta decisión, ya que actuó siguiendo el marco normativo que regula la relaciones con los estudiantes y que le es aplicado a todos sin excepción, de allí que tampoco se pueda pregonar la vulneración del derecho a la igualdad.
ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, dieciséis de febrero de dos mil dieciocho 

Acta N° 0        de 16 de febrero de 2018
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación formulada por DANIEL ESTEBAN PELAEZ MONTOYA contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 18 de diciembre de 2017, dentro de la acción de tutela que le promueve a la UNIVERSIDAD TECNÓLOGICA DE PEREIRA.
ANTECEDENTES
Indica el demandante que ha cursado 10 semestres en la facultad de Mecatrónica en la  Universidad Tecnológica de Pereira; que se encuentra realizando el trabajo de grado para acceder el título profesional, pero que en virtud a unas inconsistencias que se presentaron en su pensum académico y la falta de recursos para asumir los costos del traslado de su lugar de residencia en Cartago a la Universidad, se vio obligado a cancelar el segundo semestre del año 2017, sin obtener el reembolso de lo pagado por concepto de matrícula, pese a haber efectuado el reclamo dentro de los términos establecidos por la Institución, esto dentro de las primeras 4 semanas del semestre. 
Informa que le fue comunicado por la administración que debía elevar un derecho de petición solicitando el reembolso de lo pagado, lo cual en efecto realizó, pero le fue contestado que la petición era extemporánea, decisión que considera que no solo impone barreras administrativas que no tiene porqué soportar, sino que vulnera sus derechos fundamentales a la educación, al mínimo vital y a la igualdad,  toda vez que no cuenta con los recursos para cancelar nuevamente la matrícula y requiere de dicha suma de manera urgente, por lo que solicita el amparo constitucional de tales garantías y como consecuencia se ordene a la accionada el reintegro de la suma de $2.100.000, para así cancelar el próximo semestre. 
TRÁMITE IMPARTIDO

El Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de esta ciudad por auto de fecha 6 de diciembre de 2017 admitió la acción de tutela contra la Universidad Tecnológica de Pereira y la Secretaría de Educación Departamental, a pesar de que contra ésta última no se formularon hechos y pretensiones y les concedió el término de dos (2) días para que ejercieran su legítimo derecho de defensa. 

Oportunamente vinculada al trámite, el ente territorial indicó, luego de hacer un recuento normativo relacionado con sus funciones, que no le corresponde la supervisión y vigilancia de la Universidad Tecnológica, por lo tanto no tiene injerencia sobre las actuaciones de esa entidad y en virtud a ello solicita que se le desvincule del presente trámite.

A su turno, la Universidad Tecnológica de Pereira indicó que, de acuerdo con la normatividad que regula el asunto, el reembolso de la matricula pretendido por el actor fue solicitado de manera extemporánea, toda vez que las peticiones en ese sentido deben elevarse dentro de las primeras cuatro semanas del calendario, acompañadas de la certificación de los docentes donde se manifieste que el alumno no ha asistido a clases, lo que no ocurrió en este caso, dado que la actuación que realizó el señor Peláez Montoya fue la cancelación del semestre, misma que puede hacerse incluso hasta una semana antes de finalizar el semestre.

Solicita por tanto que se niegue la protección reclamada, no solo porque no existió la vulneración pregonada por el demandante, sino porque la acción constitucional deviene improcedente, pues ésta no puede desplazar los mecanismos ordinarios de defensa, máxime cuando no existe evidencia de las situaciones especiales que se alegan en el libelo inicial para justificar la interposición de la presente demanda.

En sentencia de fecha 18 de diciembre de 2017, el Juzgado de conocimiento negó la protección constitucional invocada al advertir que el actor no realizó la solicitud de reembolso de los dineros cancelados por concepto de matrícula del segundo semestre del año 2017, dentro de los términos establecidos en el reglamento estudiantil, como tampoco acreditó la situación de fuerza mayor que lo obligó a cancelar el semestre, ni aportó el certificado que diera cuenta que no asistió a clase y en ese sentido ninguna conducta violatoria de sus derechos le puede ser imputada a la  Universidad Tecnológica.
Inconforme con la decisión, el demandante solicita que se revoque la sentencia, insistiendo que se encuentra inmerso en trámites administrativos que le impiden dar continuidad al proceso educativo en el que se encuentra, al paso que considera afectados los derechos fundamentales por la negativa, de reembolsarle el valor de la matrícula cuando en realidad. 
Pese a reconocer que no elevó la petición en término, reclama la protección de sus derechos fundamentales, pues no concibe que la Universidad accionada se apropie de una suma de dinero que no es poca y que requiere para graduarse y así poder emplearse.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

PROBLEMA JURÍDICO

¿Vulnera la Universidad Tecnológica de Pereira los derechos fundamentales del actor, al no acceder al reembolso de los dineros pagado por concepto de matrícula del segundo semestre de 2017, cuando no cursó el mismo?

1. PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA.
El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

La anterior posición ha sido asumida por el máximo órgano de cierre en materia constitucional, pues aunque ha establecido, como regla general que la acción de tutela no es el medio idóneo para ventilar conflictos económicos, ha considerado de manera excepcional, la posibilidad de acudir a éste medio cuando el mecanismo ordinario no resulta eficaz o se está ante la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

Es así que en sentencia T-9003-14 esa Alta Magistratura indicó:
“La Corte Constitucional ha entendido como regla general, que el único objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata y subsidiaria de los derechos fundamentales. De esta manera, se ha entendido que el presente mecanismo es improcedente para dirimir conflictos de naturaleza económica que no tengan trascendencia iusfundamental, pues la finalidad del amparo constitucional es servir de instrumento de salvaguarda iusfundamental, más no como mecanismo encaminado a resolver controversias de estirpe contractual y económico, por cuanto para esta clase de contiendas, existen en el ordenamiento jurídico las respectivas acciones y recursos judiciales previstos por fuera de la jurisdicción constitucional. Los únicos casos en que excepcionalmente la acción de tutela pueda llegar a desatar pretensiones y conflictos de tipo económico o contractual, es porque consecuencialmente concurre la defensa de una garantía fundamental, de manera que, para lograr su efectiva protección, el juez de tutela debe definir aquellas controversias. “
2. DERECHO A LA EDUCACIÓN
Dentro del marco constitucional, el artículo 67 consagra el derecho fundamental a la educación, siendo desde siempre, considerado por la Corte Constitución como una garantía principal de todos los habitantes del territorio, indistintamente de su edad, pues es un “derecho inherente y esencial al ser humano, el cual le dignifica, y constituye el medio a través del cual se garantiza el acceso al conocimiento, la ciencia, la técnica y los demás bienes y valores de la cultura” y se constituye en un “presupuesto básico para el ejercicio de otros derechos fundamentales”. –T-1044-10. 
3. DERECHO A LA IGUALDAD

La copiosa jurisprudencia constitucional ha establecido que el principio de igualdad constitucional, consagrado de manera expresa en el artículo 13 de la Carta, impone la obligación a todas las autoridades del Estado de proteger y suministrar el mismo trato a las personas sin distingo de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica; sin embargo, el ejercicio de tal garantía no implica la prohibición expresa de que puedan establecerse diferencias.  

En efecto, el principio de igualdad constitucional no excluye el trato diferenciado, por lo tanto, la igualdad en sí concebida no se traduce en la obligación automática del legislador de asignar a todos los asociados idéntico tratamiento jurídico, porque no todos ellos se encuentran colocados dentro de similares situaciones fácticas ni en iguales condiciones personales.

4. IMPOSIBILIDAD DE RECLAMAR A FAVOR LAS OMISIONES PROPIAS

Es una regla de derecho reconocida por la Jurisprudencia de las Cortes, por ejemplo la Constitucional en tutelas T-332 de 1994 y T-213 de 2008, que nadie puede alegar en su favor la propia torpeza o culpa, entendida como la omisión de actos necesarios para el ejercicio oportuno de un derecho. En la primera de las sentencias citadas dijo la Corte:

“La Corte Constitucional ha mantenido una orientación jurisprudencial, respecto de la figura que se analiza en diversas providencias, lo cual se justifica en la prohibición general de abusar del derecho propio como forma de acceder a ventajas indebidas o incluso INMERECIDAS dentro del ordenamiento jurídico. Además, guarda coherencia con el principio de que nadie puede alegar a su favor su propia culpa, lo cual conduce a que eventualmente una acción de tutela resulte improcedente cuando los hechos desfavorables los ha generado el mismo interesado, como cuando por ejemplo no es advertida la curia o diligencia exigible en un proceso judicial.
 
Es que los derechos deben ejercerse de conformidad con el designio previsto por el Legislador. Pero ese ejercicio, a más de que lleva implícita una garantía en cabeza de su titular, al mismo tiempo comporta un deber y ello, no lo exonera, por tanto, de advertir la diligencia debida para el recto ejercicio de aquél.”
4. CASO CONCRETO
En presente asunto, el actor se duele de la negativa de la Universidad Tecnológica de Pereira de reembolsarle el dinero que canceló por concepto de matrícula del segundo semestre de 2017, a pesar de que oportunamente procedió cancelar el semestre, lo cual considera una barrera administrativa que no le permite finalizar sus estudios, pues requiere del monto que reclama para terminar el programa de Mecantrónica que está a punto de finalizar.
Para lo que corresponde a la solución del problema jurídico planteado, debe decirse que resulta evidente que el fundamento de la acción impetrada por el actor no tiene relevancia constitucional, en la medida en que lo reclama por esta vía es el reembolso de una suma de dinero, lo que indica que se trata de un conflicto económico cuya solución se encuentre vedada a la jurisdicción constitucional, pues como se indicó con anterioridad ante esta se reclama la protección de garantías fundamentales y no de otra índole.
Ahora, lo que el actor pretende hacer ver como barreras administrativas que impiden la continuidad de su proceso educativo, no es más que el cumplimiento de las disposiciones contenidas en el reglamento estudiantil, en el que se establece con total claridad el procedimiento que debía observar con el fin de lograr el reembolso que pretende a través de éste mecanismo excepcional de protección.

Es así entonces que, existiendo un trámite previamente establecido para lograr hacer efectivo el derecho económico que reclama, procedimiento que de paso sea dicho no cuestiona, pues reconoce el derecho de que asiste a la Universidad Tecnológica de Pereira, en virtud  al principio de la autonomía universitaria, de darse sus propios estatutos, lo que correspondía era adelantar el mismo dentro de los términos establecidos por el artículo 59 del reglamento estudiantil, esto es dentro de las primeras 4 semanas de clase del respectivo periodo académico.

Como así no obró el accionante, según lo reconoce en la alzada y lo corrobora el alma matter cuando refiere que éste presentó solicitud en tal sentido el 20 de septiembre de 2017, cuando corría la octava semana del segundo semestre de esa anualidad –fl 16 y ss-, debía entonces la accionada negar la petición, la cual además, no cumplía con los requisitos establecidos en la citada disposición, pues no fue acompañada de constancia de no haber asistido a clases.

En ese orden de ideas, a pesar de que el actor alega que la tardanza en la radicación de la solicitud de reembolso obedeció a tramites meramente administrativos, lo cierto es que, de acuerdo con el relato fáctico, el actor equivocó el trámite al estimar que con la cancelación del semestre automáticamente operaba a su favor el referido pago, lo cual se constituye en una omisión propia que no puede ser generadora de derecho alguno,  ni puede ser imputable a la accionada, pues quedó claro que fue el actuar al margen de los procedimientos establecidos en reglamento estudiantil el que generó la negativa de la accionada de otorgar el beneficio económico perseguido, frente a lo cual no puede alegarse su desconocimiento, ya que no se trataba de un estudiante recién ingresado sino de alguien que ya ha cursado 10 semestres en el programa de Mecatrónica.

Como puede observarse, ni el derecho a la educación ni al mínimo vital fueron afectados por la entidad accionada, pues resulta claro que fue el actuar tardío del actor el que impidió que la Universidad resolviera de manera favorable su petición, sin que merezca reproche ésta decisión, ya que actuó siguiendo el marco normativo que regula la relaciones con los estudiantes y que le es aplicado a todos sin excepción, de allí que tampoco se pueda pregonar la vulneración del derecho a la igualdad. 
Así las cosas, advirtiendo que no resulta procedente por este medio disponer el reembolso de la suma reclamada por el actor, dado que la acción de tutela no fue prevista para satisfacer pretensiones económicas, ni para suplir trámites administrativo o revivir términos, además de no advertir la vulneración de los derecho fundamentales que se reprochan vulnerados, la protección reclamada debe negarse, tal como lo dispuso el juzgado de conocimiento.
En el anterior orden de ideas, encontrando que no existe mérito para modificar la decisión de primer grado, la misma será confirmada.
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, el día 18 de diciembre de 2017.

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las parte por el medio más expedito.
TERCERO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES          ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
                                                                                                    Salva voto
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